
PONENCIA DE LA COMISION DE MENORES

La Comisión de menores quiere resaltar como uno de los objetivos prioritarios a conseguir, de la nueva política judicial que Jueces para la Democracia propugna, en el ámbito penal, LA ELEVACION DE LA MAYORIA DE EDAD PENAL A LOS 18 AÑOS, que debe plasmarse en el nuevo Código Penal, con la publicación simultanea de una Ley Penal Juvenil.

Todo ello en base a los siguientes argumentos:


1º. Por el concepto de MENOR, según la Convención de Derechos del Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en Nueva York, en 20 de Noviembre de 1989 y ratificada por España (B.O.E. 31-12-90), es «todo ser humano menor de 18 años».


2º. Por la actual legislación.-La actual Ley Orgánica 4/92 de 5/Junio «Reguladora de la Competencia y Procedimiento de los Juzgados de Menores»; tras un año de su entrada en vigor, se sigue sin un a legislación acorde con los tiempos actuales, la propia Ley Orgánica 4/92 se denomina Reforma Urgente y Parcial de la antigua Ley de Tribunales Tutelares de Menores de 1948, manteniendo la misma filosofía jurídica, y sin un reglamento para la ejecución de las medidas, el Tribunal Constitucional en su sentencia de 14 de febrero de 1991, y subrayó la imperiosa necesidad de que, de acuerdo con lo previsto en la Disposición Adicional 1ª de la Ley Orgánica del Poder Judicial, las Cortes procedan a reformar la Legislación Tutelar de Menores (F.J. 6º).


Esta legislación ha tenido las siguientes consecuencias:  

a) Falta de control jurisdiccional a los archivos del Ministerio Fiscal ó la falta de incoación del Expediente de reforma; el principio de oportunidad en manos del Ministerio Fiscal y sin acusación particular está fuera de control, corroborada esta situación por falta de un criterio uniforme del Ministerio Público, así cada Fiscalía actúa de forma distinta.  

b) No hay auténtica instrucción, investigación por el Ministerio Fiscal, a quién por mandato legal le está atribuida (art. 15, Ley Orgánica 4/92).
c) La ejecución de las medidas se lleva a cabo por las Comunidades Autónomas, Disposición Adicional 3ª de la Ley Orgánica 4/92, pero de forma desigual, según los recursos de cada Comunidad, esto supone un trato discriminatorio para los menores, aunque se observa en este sentido un ligero esfuerzo por parte de las Comunidades, para facilitar más recursos, pues en la actualidad aunque hay medidas, no se pueden ejecutar (acogimiento por otra persona ó núcleo familiar, trabajos en beneficio de la Comunidad, etc.), se debe exigir del órgano correspondiente – Administración Central o Autonómica – que se dote a todas las Comunidades de los recursos que establece en art. 17, (todavía hay Comunidades que carecen de Centros de INTERNAMIENTO).
d) Falta un Reglamento que regule ka ejecución de las medidas y e internamiento; la actual legislación refleja una situación de inconstitucionalidad; tampoco existe un Reglamento que regule la situación de internamiento de los menores en los Centros (sanciones, actividades, horarios, salidas de fin de semana, etc.).  
e) Actual situación de los Juzgados de Menores. El trabajo que se realiza en esta jurisdicción no se puede evaluar por el número de resoluciones, la labor es mucho más compleja (permisos, visitas a los Centros, reuniones con la Comunidad Autónoma, con el Equipo Técnico de apoyo, con los delegados, estudio de la evolución del menor a efectos del art. 23 de la Ley Orgánica 4/92). Se ha observado una sensible disminución del número de expedientes en los Juzgados de Menores, entendemos que puede incidir en ello, el principio de oportunidad del Ministerio Fiscal; esto ha supuesto en algunos casos, una sensación de impunidad que tiene el menor y que no se corresponde con la realidad social, el número de delitos no ha disminuido (ver la memoria de la Fiscalía general del Estado). Actualmente de una situación de provisionalidad (Ley orgánica 4/92 Reforma Urgente Parcial), se ha pasado a una situación de desmantelamiento; la mayoría de los Juzgados de Menores han visto reducida su plantilla, quedando en la mayoría un oficial, un auxiliar, un agente judicial (equiparadas a los juzgados de Paz), en este sentido ratificamos plenamente el informe del Consejo general del Poder Judicial, sobre la reducción de personal; como en principio la justificación estaba en el Ministerio Fiscal, adolecía de personal suficiente para llevar a cabo la función investigadora que le confería la nueva Ley, creemos que se debe controlar por parte del Consejo general del Poder Judicial, este trasvase de personal, que modifica ka Ley de Planta y Demarcación de 1988, y se investigue por parte del Consejo General del Poder Judicial si realmente se ha destinado a las Fiscalías de Menores.  

3º. Planteamiento de futuro  
a) Que el nuevo Código Penal, establezca la mayoría de edad penal en los 18 años, simultánea publicación de la Ley penal Juvenil (12-13 años a 18 años).

La nueva Ley, tendrá en cuenta los principios de:

1. Responsabilidad Gradual

2.  Oportunidad reglada
3. Proporcionalidad
4. Tipicidad-Celeridad

5. Seguridad jurídica

b) Concreción de las medidas y tiempo de duración de las mismas, así como se regule por Ley de su ejecución.

c) Exigir que todas las Comunidades Autónomas tengan los recursos suficientes para aplicar todas las medidas del art. 17 (actualmente el cumplimiento de algunas medidas fuera de la Comunidad Autónoma, donde reside el menor, puede suponer una pena de extrañamiento).
d) El perjudicado debe ser parte en el procedimiento que se establezca, a efectos probatorios, en la actual situación no puede aportar los medios que prueben, los daños y perjuicios sufridos, a ello obliga al principio de tutela judicial efectiva, a dar una respuesta satisfactoria a la víctima perjudicada; se propone que a estos efectos se cree un Fondo de Compensación por parte del estado, que luego repercuta contra los representantes legales de los menores, que sean solventes, así se satisfarán los legítimos intereses de la víctima.

Se acuerda profundizar en este último punto en futuras reuniones.

Esta Comisión de Menores, quiere hacer llegar a la sociedad la desidia de los poderes públicos a la hora de buscar un nuevo enfoque, exento de paternalismo, que de una vez por todas, elimine la consideración de menores como ciudadanos de segunda categoría, que al carecer de peso específico suficiente dentro de la comunidad, se les margina a la hora de adoptar decisiones políticas, «pueden entrar en la cárcel, pero no pueden votar». 

Desde nuestra condición de juristas no podemos olvidar que el Derecho, dentro de un mundo que está inmerso en la violencia, la desigualdad y la insolaridad social, puede y debe dar respuesta a la problemática del menor, ya que es una de las pocas vías posibles para avanzar hacia una sociedad más justa y democrática. Es mucho más educativo que los jóvenes de 16 a 18 años estén en centros juveniles, estudiando, formándose y aprendiendo un oficio que no en las cárceles, sin realizar ninguna actividad educativa ni resocializadora, sino tan solo «cumpliendo con una pena represora de privación de libertad» y sin que en la actual legislación exista otra alternativa a esta pena para los jóvenes, entendemos que «los menores son una gran minoría» a la que hay que proteger y defender y la primera y más importante reivindicación es que se ELEVE LA MAYORIA DE EDAD PENAL A LOS 18 AÑOS, mientras tanto nuestros menores no serán europeos.  

